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LOS CUASICONTRATOS. CONCEPTO HISTÓRICO Y ACTUAL. ESPECIES. EXAMEN DE LA GESTIÓN DE NEGOCIOS AJENOS Y DEL COBRO DE LO INDEBIDO. RÉGIMEN DE LAS OBLIGACIONES EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO. ESPECIALIDADES FORALES SOBRE LOS CONTRATOS
LOS CUASICONTRATOS: CONCEPTO HISTÓRICO Y ACTUAL

               Concepto histórico
La noción del cuasicontrato, considerado como una mente específica de las obligaciones, tiene su origen en una simple confusión de los intérpretes del Derecho romano.
El jurisconsulto Gayo, observando que había obligaciones que no nacían de un contrato ni de un delito, se limitó a agregar a la antigua oposición entre estas dos fuentes una tercera categoría indeterminada, constituida por las obligaciones procedentes de varias figuras de causas ("ex variis causarum figuris"), algunas de las cuales se parecían a las que nacían de un contrato ("cuasi contractu").
Los compiladores justinianeos recogieron la idea y formularon sobre la base de ella la conocida clasificación cuatrimembre de las fuentes de las obligaciones: contrato, cuasicontrato, delito y cuasi delito.
Los prácticos dieron un paso más y, sustituyendo la frase romana "quasi ex contractu" por la sustantiva de "ex quasi contractu", crearon la nueva entidad jurídica que ha pasado a la doctrina y a los Códigos como una de las fuentes de las obligaciones.
Así, el C.C. dice que: "Las obligaciones nacen ley, de los contratos y cuasi contratos, y de los actos y omisiones ilícitos o en que intervenga cualquier género de culpa o negligencia" (artículo 1.089).
Concepto actual
El Código Civil regula los cuasicontratos en el Capítulo 1 del Título XVII del Libro IV (artículos 1.887 a 1.901).
                     El Código Civil español, inspirándose en el Código francés, define el cuasicontrato en el artículo 1.887 diciendo que "son cuasicontra​tos los hechos lícitos y puramente voluntarios de los que resulta obligado su autor para con un tercero y, a veces una obligación recíproca entre los interesados".
De este precepto se deduce que son requisitos del cuasicontrato:
La existencia de un hecho voluntario, es decir, de un acto humano capaz de generar obligaciones.
Que tal acto sea lícito, pues si fuera ilícito sería aplicable el artículo 1.902 del Código Civil y se generarían otro tipo de obligaciones; y
Que tales actos lícitos y voluntarios no sean consecuencia de una convención previa, que igualmente generaría otro tipo de obligaciones.
De la definición dada se deduce que del cuasicontrato se derivan obligaciones del autor del acto lícito y voluntario para con un tercero, pero que también pueden derivarse obligaciones recíprocas entre los interesados. Mas, el cuasicontrato no genera una obligación recíproca entre los interesados en el sentido del artículo 1.124 del Código Civil. La expresión legal significa que puede quedar obligado su autor y cualquiera de los interesados en aquel hecho lícito y voluntario. En el cobro de lo indebido, es aquel que realiza tal cobro el que queda obligado frente al que paga En la gestión de negocios ajenos, el gestor y el "dominus" están obligados entre sí, pero sin que entre las obligaciones medie vínculo de reciprocidad (Diez Picazo).
ESPECIES
El Código español regula dos especies de cuasicontratos: la gestión de negocios ajenos y el cobro de lo indebido. (Capítulo I del Título XVI del Libro IV de las obligaciones y contratos del Código Civil).
Esto no significa que no puedan admitirse en nuestro Derecho otras figuras de obligaciones cuasi contractuales. La jurisprudencia ha declarado que pueden aparecer en las relaciones jurídicas supuestos de cuasicontratos innominados, aunque sin dar una extensión desmesurada a esta noción, que convertiría en tales a todos los actos voluntarios y lícitos no constitutivos de contrato.
En realidad, si tenemos en cuenta que la regulación de los citados cuasicontratos está presidida por la idea de reparar un enriquecimiento injusto, cuando hablamos de cuasicontratos innominados o atípicos lo único que se quiere expresar es que hay otros supuestos en los que, no existiendo acto ilícito ni contrato, se ha producido un enriquecimiento para una persona, que debe ser reparado por no tener causa, por ser injustificado y cuyo régimen será el propio del enriquecimiento sin causa. En esta misma línea, el Tribunal Supremo ha dicho que el enriquecimiento injusto late en la entraña de todo cuasicontrato.
EXAMEN DE LA GESTIÓN DE NEGOCIOS AJENOS Y DEL COBRO DE LO INDEBIDO
Gestión de negocios ajenos.   
Nuestro Código no define la gestión de negocios ajenos, sino que, dando por supuesta la licitud de la conducta del gestor, se limita a describir el supuesto diciendo que: "El que se encarga voluntariamente de la agencia o administración de los negocios de otro, sin mandato de éste, está obligado a continuar su gestión hasta el término del asunto y sus incidencias, o a requerir al interesado para que le sustituya en la gestión, si se hallare en estado de poder hacerlo por sí" (artículo 1.888).
Se puede definir como "el hecho de encargarse espontáneamente una persona de negocios o asuntos de otra sin haber recibido mandato de ésta y sin tener obligación legal de intervenir"
La expresión "negocios" ha de interpretarse en un sentido amplio, habiendo de comprenderse no solo la realización de actos o negocios jurídicos, sino también la realización de actos materiales: reparación de una casa, extinción de un incendio, etc.
A la persona de quien son los asuntos se le llama "dueño del negocio" y al que se ocupa oficiosamente de los mismos "gestor".
Presupuestos
De la descripción que hace el Código en el artículo 1.888 y de la regulación legal que de esta figura se hace en los demás preceptos, pueden señalarse como presupuestos de la misma los siguientes:
a)
Falta de toda obligación, legal o voluntaria, de asumir la gestión
No quiere ello decir que la gestión no pueda nacer si el gestor y el "dominus" están unidos por algún vínculo contractual. Se originará desde el momento en que se despliegue una actividad no prevista en el contrato, si el acto ejecutado no entra en el círculo de obligaciones acordadas en él (o no son impuestas por los usos o la buena fe: artículo 1.258).
b)
Gestión de un negocio ajeno
Si el gestor cree de buena fe que el asunto es suyo, no hay gestión de negocios. Nacerán pretensiones de enriquecimiento sin causa en favor del "dominus" o del gestor, según los casos. Es irrelevante el error del gestor sobre la persona del "dominus". Si gestiona un negocio de A creyéndolo de B, el gestor y A están ligados por el cuasicontrato.
c)
"Absentia domini”
El objeto de la gestión de negocios debe hallarse abandonado, comprendiendo en este supuesto todos los casos en que el "dominus" esté impedido, incluso temporalmente, para hacerse cargo de él y disponer lo pertinente, por sí o por mandatario.
d)
Ausencia de prohibición del "dominus"
Si éste le prohíbe la injerencia en sus asuntos, no hay gestión de negocios. El presunto gestor realizará un acto ilícito sujeto a sus responsabilidades, si bien los daños que deba indemnizar han de compensarse con los lucros que pudiera haber tenido el "dominus". En ningún caso hay una acción de enriquecimiento injusto contra éste.
Cuando el "dominus" conozca la gestión, debe manifestar su oposición sí las circunstancias concurrentes en la noticia no se lo impiden. Caso contrario, se entiende que ratifica lo hecho por el gestor. Si no ha podido manifestar su opinión ,no desaparece la figura de la gestión de negocios ajenos sin mandato.
e)
Justificación de la actitud del gestor
Puede derivar bien de la ratificación de lo hecho, bien del aprovechamiento por el "dominus" de las ventajas de la gestión, bien de que ésta se emprendió para evitar algún perjuicio inminente y manifiesto, aunque de ella no resultase provecho alguno (artículos 1.892 y 1.893).
f)
Asunto lícito
La ilicitud del negocio gestionado provocará la falta de acción del "dominus" contra el gestor y viceversa (artículos 1.305 y 1.306).
Efectos
La gestión de negocios hace nacer obligaciones para las dos partes, sin que esto dé a la operación carácter sinalagmático o bilateral, pues nacen aquéllas de causas diversas y no existe entre unas y otras vínculo ninguno.
  Obligaciones y responsabilidades del gestor.

Conclusión del negocio. "El que se encarga voluntariamente de la agencia o administración de los negocios de otro, sin mandato de éste, está obligado a continuar su gestión hasta el término del asunto y sus incidencias, o a requerir al interesado para que le sustituya en la gestión si se hallase en estado de poder hacerlo por sí" (artículo 1.888).  

Rendición de cuentas Aunque no la indica el Código, es de rigor esta obligación, como medio indispensable para saber si ha cumplido el gestor con sus restantes deberes y responsabilidades.
Responsabilidad por actos propios "El gestor oficioso debe desempeñar su encargo con toda la diligencia de un buen padre de familia, e indemnizar los perjuicios que por su culpa o negligencia se irroguen al dueño de los bienes o negocios que gestione. Los Tribunales, sin embargo, podrán moderar la importancia de la indemnización según las circunstancias del caso" (artículo 1.889).
"El gestor de negocios responderá del caso fortuito cuando acometa operaciones arriesgadas que el dueño no tuviese costumbre de hacer, o cuando hubiese pospuesto el interés de éste al suyo propio" (artículo 1.891).

Responsabilidad en caso de delegación y cuando son varios. Estas dos cuestiones son objeto de regulación por el Código, que destaca la responsabilidad solidaria de los gestores si son varios. En concreto, dispone que: "Si el gestor delegare en otra persona todos o algunos de Jos deberes de su cargo, responderá de los actos del delegado, sin perjuicio de la obligación directa de éste para con el propietario del negocio. La responsabilidad de los gestores, cuando fueren dos o más, será solidaria" (artículo 1.890).
Obligaciones del dueño del negocio
Caso de ratificación del negocio. Si el dueño ratifica expresamente la gestión, como la ratificación produce los efectos del mandato (artículo 1.892), tendrá en tal caso las obligaciones propias del mandante, o sea, las de los artículos 1.727 a 1.731, que se estudia en el tema 78 del progama.

Caso de no ratificación del negocio. Si no lo ratifica, sólo queda obligado por la gestión en los dos supuestos siguientes, de acuerdo al artículo 1.893: “Aunque no hubiese ratificado expresamente la gestión ajena, el dueño de bienes o negocios que aproveche las ventajas de la misma será responsable de las obligaciones contraídas en su interés, e indemnizará al gestor los gastos necesarios y útiles que hubiese hecho y los perjuicios que hubiese sufrido en el desempeño de su cargo. “ Por tanto: Io. Cuando se aprovecha de las ventajas de la misma (artículo 1.893-1°). La palabra ventaja tiene aquí un sentido general, distinto del de provecho o enriquecimiento. 2°. Cuando, aun sin sacar de ella provecho alguno, hubiese tenido la gestión por objeto evitar algún perjuicio inminente y manifiesto (artículo 1.893-2°), porque tan beneficioso es para el dueño verse librado de una pérdida inminente y conocida que le amenazara, como obtener una ventaja nueva, cierta y segura. En ambos casos, las obligaciones del dueño son las que siguen (semejantes también a las del mandante):
a) Frente a terceros: Responder de las obligaciones contraídas en su interés.
b) Frente al gestor: indemnizarle los gastos necesarios y útiles que hubiese hecho y los perjuicios que hubiese
sufrido en el desempeño de su cargo (artículo 1.893).
En la doctrina extranjera se ha discutido si el gestor tiene derecho a honorarios. En nuestro Derecho hay que resolver negativamente la cuestión (como así lo entiende la doctrina), salvo en el caso de que medie ratificación expresa, y además se refiera la gestión a servicios comprendidos dentro de la profesión del gestor (artículos 1.892 y 1.711).
Gestiones especiales: suministro de alimentos y gastos funerarios
Señala el Código en relación a la gestión de suministros que: "Cuando sin conocimiento del obligado a prestar alimentos los diese un extraño, éste tendrá derecho a reclamarlos de aquél, a no constar que los dio por oficio de piedad y sin ánimo de reclamarlos" (artículo 1.894).
La disposición se refiere al extraño que cumple una prestación alimenticia que incumbe legalmente al pariente del alimentista. En otras palabras, su presupuesto es la existencia de la deuda alimenticia entre parientes. Aquel extraño reclamará el importe dentro del "quantum" de la prestación que debió satisfacer el pariente. El exceso es deuda propia del alimentista.
Aunque el Código Civil exige que la prestación de alimentos se haga sin conocimiento del obligado, este caso es uno de los supuestos excepcionales en que la doctrina admite una gestión contra la prohibición del "dominus". Sería inmoral consentir que el obligado prohibiese que diera alimentos al alimentista, pero él no los prestase.

La gestión funeraria es completada con el párrafo 2º del propio art. 1.894 cuando dispone que: “los gasto funerarios proporcionados a la calidad de la persona y a los usos de la localidad deberán ser satisfechos, aunque el difunto no hubiese dejado bienes, por aquellos que en vida habrían tenido obligación de alimentarle". Su conexión con el párrafo anterior revela que el legislador parte del supuesto de que un extraño es el que los ha satisfecho y se limita a señalar quiénes son los obligados a la restitución.
El cobro de lo indebido
Concepto
. El pago o cobro de lo indebido consiste en "la relación o vínculo jurídico que se establece entre la persona que recibe lo que no tenía derecho a recibir y aquella que paga por error, en cuya virtud el cobrador se constituye en la obligación de restituir lo indebidamente recibido".
Condiciones para que tenga lugar la repetición de lo indebido.

 Establece el Código que "cuando se recibe alguna cosa que no había derecho a cobrar y que por error ha sido indebidamente entregada, surge la obligación de restituirla" (artículo 1.895). De este texto, de acuerdo con la doctrina científica y la jurisprudencia, resultan tres requisitos para que pueda ejercitarse la acción de repetición:
a) Pago efectivo
Hecho con la intención de extinguir la deuda o "animo solvendi" o, en general, de cumplir un deber jurídico. La prueba del pago incumbe al que pretende haberlo hecho (artículo 1.900).
b) Inexistencia de obligación: Entre el que paga y el que recibe. 
El pago puede ser indebido objetiva o subjetivamente. Hay pago indebido objetivo cuando falta toda relación de obligación entre "solvens" y "accipiens", lo que puede tener lugar porque la obligación nunca haya existido ("cosa que nunca se debió", según el artículo 1.901), porque aún no haya llegado a constituirse (articulo 1.126-2, obligación a plazo), porque aunque existió está ya pagada o extinguida ("cosa que ya estaba pagada", según el artículo 1.901), o porque se haya entregado mayor cantidad que la debida. Hay pago indebido subjetivo cuando, existiendo el vínculo, relacione a personas distintas de la que da y recibe el pago, o sea, cuando se haya pagado a persona distinta del acreedor o haya hecho el pago persona distinta del deudor.

c) Error por parte del que hizo el pago
En la doctrina y en la jurisprudencia se considera indiferente que el error sea de hecho o de derecho. El error en el pago ha de ser probado, salvo en los casos en que lo presume la ley. De aquí que el Código dicte las reglas siguientes:
 Io. "La prueba del pago incumbe al que pretende haberlo hecho. También corre a su cargo la del error con que lo realizó, a menos que el demandado negare haber recibido la cosa que se le reclame. En este caso, justificada por el demandante la entrega, queda relevado de toda prueba. Esto no limita el derecho del demandado para acreditar que le era debido lo que se supone que recibió" (artículo 1.900). 

2°. "Se presume que hubo error en el pago cuando se entregó cosa que nunca se debió o que ya estaba pagada; pero aquél a quien se pida la devolución puede probar que la entrega se hizo a título de liberalidad o por otra justa causa" (artículo 1.901). Opina la doctrina que sería un caso de justa causa aquel en que se probase que el pago se había hecho por virtud de un deber de conciencia u obligación natural.
 Efectos del cobro de lo indebido
Los efectos de éste se reducen a la obligación del accipiens de devolver o restituir lo cobrado al que le pagó indebidamente. Pero el alcance de la obligación de restitución es distinto según la buena o mala fe del cobrador (o accipiens).
a) Caso de buena fe en el que aceptó el pago: art. 1.897: “El que de buena fe hubiera aceptado un pago indebido de cosa cierta y determinada, sólo responderá de las desmejoras o pérdidas de ésta y de sus accesiones, en cuanto por ellas se hubiese enriquecido. Si la hubiese enajenado, restituirá el precio o cederá la acción para hacerlo efectivo”. Y art. 1.898: “en cuanto al abono de mejoras y gastos hechos por el que indebidamente recibió la cosa, se estará a lo dispuesto en el título V del libro segundo, es decir las normas establecidas para la posesión”.
.b) Caso de mala fe en el que aceptó el pago: art. 1.896: ”El que acepta un pago indebido, si hubiera procedido de mala fe, deberá abonar el interés legal cuando se trate de capitales, o los frutos percibidos o debidos percibir cuando la cosa recibida los produjere. Además responderá de los menoscabos que la cosa haya sufrido por cualquiera causa, y de los perjuicios que se irrogaren al que la entregó, hasta que la recobre. No se prestará el caso fortuito cuando hubiese podido afectar del mismo modo a las cosas hallándose en poder del que las entregó”.En cuanto a las mejoras y gastos, no tiene más derechos que los del poseedor de mala fe (artículo 1.898).
Diez Picazo y Guitón, dicen que el régimen legal de la restitución gira en torno a la buena o mala fe del que recibe indebidamente. Se interpreta generalmente -dicen estos autores- que el "accipiens" de buena fe es aquel que ignora lo indebido del pago que se le hace. Es de mala fe, por el contrario, cuando conoce este carácter.
Sin embargo, para calificar a un "accipiens" como de buena o mala fe, se hace necesario observar si su conducta se ajusta a una diligencia media (artículo 1.104), es decir, si usando la misma podía haber detectado lo indebido del pago. Una respuesta positiva a esta indagación excluirá que sea tratado como "accipiens" de buena fe, o bien que su buena fe inicial se pierda. La prueba incumbirá al que hizo el pago (solvens), por el principio general de presunción de la buena fe en el actuar.
c) Mala fe sobrevenida.Es claro que el que recibe de buena fe inicialmente puede llegar a perderla. Aplicando el artículo 435, cabe afirmar que ocurrirá desde el momento en que existan actos que acrediten que no ignora que posee la cosa entregada indebidamente. Sobrevenida la mala fe, la situación jurídica del "accipiens" deja de regularse desde entonces por el artículo 1.897 y se adaptará al artículo 1.896.                                                                                          d) Actos de disposición del accipiens y posición de terceros adquirentes El Código sólo se ocupa del caso en que el accipiens que habiendo recibido indebidamente una cosa cierta y determinada de buena fe, la enajena posteriormente, mas silencia el tratamiento de las enajenaciones hechas por el accipiens de mala fe y de las enajenaciones a título gratuito. Por tanto, es necesario distinguir varios supuestos:                                                                                                       1) Enajenación de la cosa recibida hecha a terceros, a título oneroso, por el accipiens de buena fe. En este supuesto el inciso final del artículo 1.897, que antes hemos citado, establece que el accipiens "restituirá el precio o cederá la acción para hacerlo efectivo".                                                                  2) Enajenación de la cosa recibida hecha a terceros, a título gratuito, por el accipiens de buena fe. La doctrina entiende que aplicando por analogía la regla contenida en el último inciso del artículo 1.897, el accipiens deberá restituir el valor de la cosa enajenada a título gratuito (es decir, donada) al tiempo de la enajenación (donación).                                                                                3) Enajenación de la cosa recibida hecha a terceros, a título oneroso, por accipiens de mala fe. La doctrina entiende que debe aplicarse la misma solución que en el caso del accipiens de buena fe, pero además tal accipiens deberá indemnizar todos los perjuicios causados al solvens.
4) Enajenación de la cosa recibida hecha a terceros, a título gratuito, por accipiens de mala fe. Estima la doctrina que debe darse la misma solución que en el caso anterior
Exención de la obligación de restituir
Dice el Código que: "Queda exento de la obligación de restituir el que, creyendo de buena fe que se hacía el pago por cuenta de un crédito legítimo y subsistente, hubiese inutilizado el título, o dejado prescribir la acción, o abandonado las prendas o cancelado las garantías de su derecho. El que pagó indebidamente sólo podrá dirigirse contra el verdadero deudor o los fiadores respecto de los cuales la acción estuviese viva" (artículo 1.899).
La exclusión del derecho de repetir del "solvens" frente al "accipiens" requiere:
Io.   La existencia de un verdadero crédito (legítimo y subsiguiente) entre dicho "accipiens" y tercero.
2o.   Creencia (buena fe) del "accipiens" de que el "solvens" pagaba el mismo. Tal creencia consiste en estimarlo como deudor o que pagaba por su verdadero deudor.
3o.   Error del "solvens", que paga por creerse deudor, y no con intención de hacerlo por otro, como autoriza el artículo 1.158 del Código Civil.
Es extraña la situación que plantea este precepto y la solución que contiene; la situación, porque supone un error doble, tanto de quien paga como de quien cobra; y es extraña la solución porque, habiendo error en ambas partes, todas las consecuencias se imputan tan sólo a una de ellas, la que paga, que no tendrá acción contra la otra, sino sólo contra el deudor que se enriquece injustamente con su pago.
Examen de las obligaciones en el derecho internacional privado.

Cuando una relación jurídica tiene puntos de contacto con legislaciones de distintos estados se plantea siempre el problema de determinar cuál ha de ser la ley aplicable que ha de regular la misma. Si ello plantea siempre problemas estos aparecen con más difícil solución tratándose de obligaciones contractuales que resultan difíciles de localizar en el espacio y por tanto, cuál es su punto de gravedad y consiguientemente su ley aplicable. El CC regula esta materia en el Capítulo IV de su Titulo preliminar.
Distingamos entre las obligaciones contractuales y extracontractuales:
1 «Obligaciones contractuales.
El CC se ve afectado en esta materia por el Reglamento 593/2008 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 17 de junio de 2008 sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I) que resulta aplicable desde 17 de octubre del año 2009 sustituyendo al Convenio de Roma de 1980.
Cualquier ley designada por el presente Reglamento deberá aplicarse aunque no pertenezca a un Estado miembro, por tanto es de aplicación universal (art.2). Las reglas contenidas en el CC se aplicarán con carácter residual, de manera que sigue vigente el CC (art. 10.5) en relación a los conflictos internos entre derechos forales y para aquellas materias excluidas del ámbito de aplicación material del Convenio y que no encajen en otra norma de conflicto específica , (artículo 1 apartados 2 y 3) .
El presente Reglamento se aplica a las obligaciones contractuales en materia civil y mercantil en las situaciones que impliquen un conflicto de leyes.
No se aplica a las materias fiscales, aduaneras y administrativas, ni a la prueba y proceso.
Se excluirán del ámbito de aplicación del presente Reglamento las obligaciones en relación con:

1) el estado civil y la capacidad de las personas físicas;
2) las relaciones familiares;
3) los regímenes económicos matrimoniales;
4) los instrumentos negociables, como las letras de cambio, cheques y pagarés;
5) el arbitraje y la elección, del tribunal competente;
6) el Derecho de sociedades, asociaciones y otras personas jurídicas;
7) la obligación de un mandante o empresa frente a terceros;
8) los trusts;
9) los tratos previos a la celebración de un contrato;
10) los contratos de seguros, excepto los que se definen en el Artículo 2 de la Directiva 2002/83/CE sobre el seguro de vida.
Respecto al FONDO DEL CONTRATO.
1 .En principio el contrato se regirá por la ley elegida por las partes.(art.3) Si las partes no eligen una ley aplicable, el reglamento determina en su art. 4.1 la ley aplicable a determinados contratos, concretamente a ocho tipos contractuales ( compraventa de mercaderías, prestación de servicios, distribución, franquicia entre otros). Determina que los contratos que tengan por objeto un derecho real inmobiliario se regirán por la ley del lugar donde el bien inmueble se hallare sito).
2. En caso de que ninguna o varias de las normas anteriores se apliquen a un contrato, este se regirá por la ley del país donde tenga su residencia habitual la parte que deba realizar la prestación característica del contrato, (art.4.2)
3.No obstante, si el contrato presenta vínculos más estrechos con un país distinto del que sugieren dichas normas, se regirá por la ley de dicho país. Se seguirá este mismo principio cuando no se pueda determinar la ley aplicable conforme a los criterios anteriores, (arts. 4.3 y 4.4)
Contiene también el reglamento Roma I la ley aplicable a contratos específicos. El Reglamento ofrece opciones para elegir la ley aplicable y determina la ley que regirá el contrato en defecto de elección en los contratos siguientes: 1)Contratos para el transporte de pasajeros y Contratos para el transporte de mercancías (art.5); 2)Contratos de consumo entre consumidores y profesionales (art.6); 3)Contratos de seguro (art.7); 4)Contratos individuales de trabajo (art.8).
La ley aplicable al contrato en virtud del presente Reglamento regirá su interpretación, cumplimiento, las sanciones derivadas del incumplimiento de sus obligaciones, la evaluación del daño, la extinción de las obligaciones, las instrucciones para estas acciones, y las consecuencias de la nulidad del contrato. En lo que se refiere a las modalidades del cumplimiento y a las medidas que se deben tomar en caso de cumplimiento defectuoso, se tendrá en cuenta la ley del país donde tenga lugar el cumplimiento, (art. 12).

Respecto a la FORMA DEL CONTRATO. Art. 11;
-Un contrato celebrado entre personas, o sus representantes, que se encuentren en el mismo país en el momento de su celebración será válido en cuanto a la forma si reúne los requisitos de forma de la ley que lo rija en cuanto al fondo en virtud del presente Reglamento, o de la ley del país donde se halla.
-
Un contrato celebrado entre personas que se encuentren en distintos países, o por medio de representantes que estén en distintos países, en el momento de su celebración será válido en cuanto a la forma si reúne las condiciones de forma de la ley que lo rija en cuanto al fondo en virtud del presente Reglamento, o de la ley de los países en que se encuentren cualquiera de las partes, o cualquiera de sus representantes, en el momento de la celebración, o de la ley del país en que cualquiera de las partes tuviera su residencia habitual en ese momento.
-
Un acto jurídico unilateral relativo a un contrato celebrado o por celebrar será válido en cuanto a la forma si reúne las condiciones formales de la ley que rija o regirá el fondo del contrato en virtud del presente Reglamento, o de la ley del país en el que se realizó dicho acto, o de la ley del país en que la persona que lo realizó tuviera su residencia habitual en ese momento. 

Los contratos sobre inmuebles y los celebrados por consumidores siguen reglas específicas en cuanto a la ley aplicable a la forma.
Las modalidades contractuales excluidas del convenio se rigen en cuanto a la forma por el art. 11 del CC.
Contratos individuales de trabajo.: Determina el art. 8 del Reglamento que la ley aplicable podrá determinarse basándose en el principio de libertad de elección, siempre que el trabajador obtenga el mismo nivel de protección que con la ley aplicable en defecto de elección. En este último caso, el contrato se regirá por la ley del país en el cual o, en su defecto, a partir del cual el trabajador realice su trabajo habitualmente. Si esto no pudiera determinarse, el contrato se regirá por la ley del país donde esté situado el establecimiento a través del cual haya sido contratado el trabajador. No obstante, si el contrato presenta vínculos manifiestamente más estrechos con un país distinto del anteriormente indicado, se aplicará la ley de ese otro país (art.8)
Contratos realizados por consumidores. Dispone el art 6 del Reglamento:
la del país en que el consumidor tenga su residencia habitual, siempre que el profesional ejerza o dirija sus actividades comerciales a ese país. Basándose en la libertad de elección, las partes también podrán, acordar que el contrato se rija por otra ley, siempre que esta ofrezca el mismo nivel de protección a los consumidores que la de su país de residencia habitual.
Donaciones. La ley aplicable será la que resulta, del art. 10.7 del CC que determina " Las donaciones se regirán, en todo caso, por la Ley nacional del donante".
Mandato. La ley aplicable viene determinada por lo previsto en el art. 10. 11 del CC que determina que la representación voluntaria de no mediar sometimiento expreso se aplicará la Ley del país en donde se ejerciten las facultades conferidas.
2.OBLIGACIONES EXTRACONTRACTUALES.
REGLAMENTO (CE) No 864/2007 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 11 de julio de 2007 relativo a la ley aplicable a las obligaciones extracontractuales («Roma II») que resulta aplicable desde 11 de enero de 2009.

El sistema general para determinar la ley aplicable a las obligaciones extracontractuales en el reglamento Roma II recoge los siguientes puntos de conexión que se estructuran de la forma siguiente:
1. Regirá la ley elegida por las partes en los términos del art. 14 del Reglamento
2. En defecto de elección de ley, se regirán por la ley de la residencia habitual común de las partes al tiempo de producirse el daño (art. 4.2)
3. En su defecto, regirá la lex loci delicti comisi, esto es, la ley del país donde se produce el daño (art. 4.1)
4. No obstante y salvo elección de ley, si el hecho dañoso presenta vínculos manifiestamente más estrechos con otro país distinto se aplicará la ley de aquel (4.3)
•
Respecto a la GESTIÓN DE NEGOCIOS AJENOS. La ley aplicable respecto a la responsabilidad derivada de un negocio ajeno se regula en el art. 11 del Reglamento:
1. Regirá la ley elegida por las partes en los términos del art.14
2. En defecto de esta, rige la ley reguladora de la relación previa existente entre las partes.
3. En su defecto, se aplicará la ley del país de la residencia habitual común de las partes.
4. Si no puede determinarse la ley aplicable por los criterios anteriores, se aplicará la ley del país en que se haya realizado el acto objeto de la gestión de negocio ajeno.
5. No obstante, si del conjunto de las circunstancia se desprende que la gestión de negocio ajeno presenta vínculos más estrechos con otro país regirá la ley de aquel.
•
Respecto al ENRIQUECIMIENTO INJUSTO su ley aplicable se regula en el art. 10 del Reglamento:
1. Regirá la ley elegida por las partes en los términos del art. 14.
2. En su defecto, la ley reguladora de una relación existente entre las partes estrechamente vinculada al enriquecimiento injusto (ad ex, un contrato)
3. En defecto de las anteriores, rige la ley de la residencia habitual común al tiempo del enriquecimiento.
4. En ausencia de las anteriores, se aplicará la ley del país donde se produjo el enriquecimiento injusto.
5. No obstante, si de las circunstancias se desprendiere que el enriquecimiento injusto presenta vínculos más estrechos con otro estado regirá la ley de aquel.
ESPECIALIDADES FORALES SOBRE LOS CONTRATOS
NAVARRA
-
La Ley 491 en relación con la mora, prevé el devengo de intereses legales en las obligaciones dinerarias desde el vencimiento mismo de la obligación, aunque medie estipulación de intereses, sin que se requiera expresamente intimación del acreedor.

-
La Ley 493.3 regula la posibilidad de revisión judicial o resolución de los contratos por alteración sustancial de las circunstancias.
-
Las Leyes 499 y ss. regulan la rescisión por lesión de contratos onerosos, tanto sobre muebles como sobre inmuebles.
-
La Ley 513 contiene una regulación específica de la cesión de contrato.
-
La Ley 514 trata sobre el contrato con facultad de subrogación, en el que se faculta a alguna de las partes para designar a la persona que debe subrogarse posteriormente en sus derechos y obligaciones.
-
La Ley 523 se refiere a las estipulaciones a favor de tercero, cuyo cumplimiento puede exigirse no sólo por el estipulante, sino también por el tercero favorecido, sin que sea necesaria la previa aceptación de éste.
-
La Ley 524 se refiere a su vez a las estipulaciones a cargo de tercero.
-
Las Leyes 525 a 531 regulan la FIANZA. Como especialidades se pueden destacar:
a) No pueden ser fiadores los religiosos profesos que por razón de sus votos carezcan notoriamente de patrimonio. Los fiadores no pueden actuar como abogados en las causas que les afecten por razón de la garantía (Ley 527)
b)
El fiador puede pedir judicialmente que se impida la enajenación o gravamen de bienes del deudor, tomando anotación preventiva en el Registro de la Propiedad, como garantía de la vía de regreso, salvo que le dé fianza de su eventual obligación de reembolso (Ley 530)
c)
La obligación del fiador se transmite a los herederos, sin perjuicio de la posibilidad de revisión judicial conforme a la Ley 493, ultimo inciso, a la que ya se ha hecho referencia. (Ley 531).

-
El Título X del Libro III de la Compilación se refiere al contrato de PRÉSTAMO (Leyes 532 a 541) respecto del cual cabe destacar:
a) La Ley 538 relativa al préstamo al hijo de familia no emancipado que vive en compañía de su padre,. Si éste no presta el consentimiento no existe acción para reclamar la cantidad prestada, aún después de haber cesado la incapacidad. Pero en caso de pago voluntario no habrá lugar a repetición.
b) El comodatario (Lev 541) puede retener la cosa prestada hasta que el comodante le pague los gastos extraordinarios satisfechos y las indemnizaciones por daños causados por vicios conocidos y no declarados, a diferencia de lo previsto en derecho común (art 1747 Ce)
-
El Título XII trata los CONTRATOS DE CUSTODIA, aquellos por los que una persona encomienda a otra de confianza una cosa para su guarda leal, con retribución o sin ella.
-
El Título XIII se refiere al MANDATO Y GESTIÓN DE NEGOCIOS.
-
El Título XIV, relativo a COMPRAVENTA Y PERMUTA. Cabe destacar:
a)
La Ley 564 prevé que la adquisición de la propiedad requiere de la entrega de la cosa. No obstante, la Ley 565 señala que mientras no pague el precio, la transmisión está sometida a condición suspensiva, aunque no haya pacto de reserva de dominio, salvo:
-
que se haya fijado plazo para el pago del precio,
-
que se haya convenido considerar precio como cantidad prestada, o
-
que se haya constituido garantía real o personal.
b)
Regulación específica de la doble venta en la Ley 566, que se trata con más detenimiento en el tema 67 del programa.
-
El Título XV contiene una regulación relativa al ARRENDAMIENTO DE COSAS.
Destaca la Ley 589, que se refiere a la duración del contrato y regula de manera específica la reconducción tácita del arrendamiento.

GALICIA
La Ley 2/2006 de 14 de junio, de derecho civil de Galicia, dedica el título VII a los contratos, y en el título VIII a la compañía familiar gallega.
En el TITULO VII se regulan:
· ARRENDAMIENTO RÚSTICO, en el capítulo I, con una regulación específica en la sección 2a del arrendamiento de lugar acasarado, es decir, del conjunto formado por la casa de labor, edificaciones, dependencias y fincas, aunque no sean colindantes, maquinaria, aperos e instalaciones que constituyen una unidad orgánica de explotación agropecuaria, forestal o mixta (art. 119).

· APARCERÍA, capítulo II Puede ser de cuatro tipos (arts. 127 y ss)
Tanto respecto del arrendamiento como de la aparcería, destaca la regulación de los derechos de tanteo y de retracto a que dan lugar, que se tratan con más detenimiento en el tema 69 del programa, así como la Ley gallega 3/1993 de 16 de abril, de aparcerías y arrendamientos rústicos históricos de Galicia, siendo estos los celebrados con anterioridad a la vigencia de la Ley de 1 de agosto de 1942.
· VITALICIO, capítulo DI, contrato por el que una de las partes se obliga a prestar alimentos a otra a cambio de la cesión de un capital de bienes y derechos.

· COMPAÑÍA FAMILIAR GALLEGA, título VIII, que es la constituida por labradores con vínculos de parentesco para vivir juntos y explotar en común las tierras, lugar acasarado o explotaciones (art. 157).
BALEARES
En la Compilación de Baleares se regula:
· Sociedad Rural Menorquina (art. 64): pactada entre el titular de una finca rústica y su cultivador, correspondiendo a ambos consorcios conjuntamente su representación.
· La Explotación a "mayoral” (Libro III relativo a Ibiza y Formentera, título Tit IV art. 86): convenio agrícola celebrado en cualquier forma entre el propietario y el cultivador o "mayoral".
ARAGÓN
La Compilación aragonesa dedica el Libro IV al Derecho de obligaciones, y dentro de éste hay dos títulos, uno relativo al derecho de abolorio o de la saca, y el segundo a los contratos de ganadería.
· Derecho de abolorio: se trata de un derecho de adquisición preferente para los casos de venta o dación en pago a un extraño o pariente más allá del 4o grado de bienes inmuebles que hayan permanecido en la familia durante las dos generaciones inmediatamente anteriores al disponente, derecho correspondiente a los parientes colaterales hasta el 4o grado de la línea de procedencia de los bienes. Su estudio corresponde al tema 69.
· Contratos sobre ganadería: se recoge simplemente una disposición, el art 153, en el que se establece que para suplir las omisiones de los contratos relativos a la ganadería se aplican los usos del lugar, y en último término, la legislación común.

· Mención especial merece el régimen de capacidad del menor regulado en la Lev aragonesa 13/2006. de 27 de diciembre del Derecho de la persona:
+ Con carácter general, el menor que tenga suficiente juicio tiene capacidad para otorgar los actos y contratos propios de su vida corriente, que estando al alcance de su capacidad natural, sean conformes a los usos sociales (art. 4.1.h)
+ El menor de edad, cumplidos catorce años, aunque no esté emancipado, puede celebrar por sí toda ciase de actos y contratos con asistencia en su caso de uno cualquiera de sus padres que esté en ejercicio de la autoridad familiar, o en su defecto, del tutor. En caso de imposibilidad de prestar asistencia, el menor podrá pedirla a la Junta de Parientes o al Juez. (art. 20).

CATALUÑA
La Ley del Parlamento de Cataluña 29/2002, de 30 de Diciembre, primera ley del Código Civil de Cataluña, prevé en el art. 3 la sistemática del mismo, reservando el Libro VI a las obligaciones  y  contratos.   Á falta  de  la  promulgación  de  este Libro,   habrá  que  estar principalmente a la Compilación de Cataluña, Texto refundido aprobado por Decreto Legislativo
1/1984 de 19 de julio, y en concreto al título I del Libro IV, referido a las obligaciones y contratos.
Capítulos I y II, relativos a la rescisión por lesión, que puede tener lugar en contratos onerosos sobre bienes inmuebles en los que el enajenante haya sufrido una lesión en más de la mitad del justo precio. (Remisión tema 65)
Capítulo III de la venta a carta de gracia, en la que el vendedor se reserva el derecho a recuperar la cosa por precio determinado durante un plazo máximo de 30 años si es inmueble y 6 si es mueble.
Capítulo IV, relativo a los CENSALES Y VIOLARIOS, ha sido sustituido por la Lev 6/2000 de 19 de junio, de pensiones periódicas: + El censal (Art 3 de dicha ley) es el derecho de crédito a percibir, y la consiguiente obligación de pagar indefinidamente una pensión a una persona y sus sucesores en virtud del capital recibido.
+ El violario o pensión periódica (Art. 10) consiste en el derecho de crédito a percibir, y la consiguiente obligación de pagar una pensión periódica en dinero durante el tiempo definido por la vida de una o más personas vivas en el momento de su constitución.
Capítulo V:Contratos especiales sobre explotación de tierras y sobre ganadería.. Se hace referencia a una serie de contratos como la aparcería, los de
terratge, soccita, conlloc, etc. señalando que a falta de pacto se regirán por los usos y costumbres. En relación con esto debe destacarse la Lev 2/2005 de 4 de abril, de contratos de integración; siendo estos aquellos dirigidos a la gestión de explotaciones ganaderas para obtener productos pecuarios, en los que el "integrador" proporciona animales y medios de producción, y el "integrado*' las instalaciones, comprometiéndose al cuidado y mantenimiento del ganado.
Mención especial merece, al margen de la Compilación, la Lev 1/2008. de 20 de febrero, de Contratos de Cultivo :Por contratos de cultivo se entienden los contratos de arrendamiento rústico, aparcería y, en general, todos los contratos, cualquiera que sea su denominación, por los cuales se cede onerosamente ei aprovechamiento agrícola, ganadero o forestal de una finca rústica (art. 1).

NOTA DE DEMETRO DE FALERO (29-05-2013):

TEMA 83 REGISTROS.
ULTIMA PREGUNTA : “” ESPECIALIDADES FORALES EN MATERIA DE CONTRATOS.”””
 

EN ARAGÓN  RIGE EL DECRETO LEGISLATIVO DE 2011, del Gobierno de Aragón, El  «Código del Derecho Foral de Aragón» que es el Texto Refundido de las Leyes civiles aragonesas
EN EL TEMA SE CITAN COMO DERECHO POSITIVO DOS LEYES DEROGADAS:
La Compilación aragonesa dedica el Libro IV al Derecho de obligaciones, y dentro de éste hay dos títulos, uno relativo al derecho de abolorio o de la saca, y el segundo a los contratos de ganadería.
-   Mención especial merece el régimen de capacidad del menor regulado en la Lev aragonesa 13/2006. de 27 de diciembre del Derecho de la persona:
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